Tribunal: Corte de Apelaciones de San Miguel.

Rit: 3609-2013.

Ruc: 1300526476-0.
Delito: Tráfico ilícito de drogas.
Defensor: Mariana Fernandez-Julio Espinoza.
Excluye prueba vinculada a un agente revelador por no constar en la carpeta investigativa la autorización de la fiscalía lo que infringe el deber de registro de dicha actuación. (CA San Miguel 22.07.2014 rol 1039-2014)
Norma asociada: L20000 ART. 3; L20000 ART. 25; CPP ART. 276. 
Tema: Prueba, recursos. 
Descriptores: Tráfico ilícito de drogas, recurso de apelación, exclusión de prueba, agente revelador, garantías.
SINTESIS: Corte confirma resolución que excluyó prueba señalando que la autorización vigente cuya existencia se reclama al persecutor para el agente revelador no constaba en la carpeta de investigación, lo que manifiesta una infracción al deber de registro, pues lo único demostrado es la existencia de un informe policial, lo que es absolutamente indispensable no sólo por el artículo 25 de la Ley 20.000, sino porque se trata de una técnica de investigación tan violenta que ha sido preciso disponer una exención de responsabilidad para quien la usa, pesando sobre el  Ministerio Público la obligación de registro de todas las actuaciones de la investigación, y autorizar a un funcionario policial para que proceda como agente revelador han de quedar registradas en más que un informe policial, máxime si se ha procedido mediante una autorización verbal. La exigencia del debido proceso supone que cada autoridad actúe dentro de los límites de sus propias atribuciones, como lo señalan los artículos 6 y 7 de la Constitución Política de la República, y corresponde a la fiscalía que preste información veraz y oportuna cuando se trata de motivos relativos a una orden restrictiva de derechos y garantías amparados. (Considerandos. 5, 6)
TEXTO COMPLETO:

San Miguel, veintidós de julio de dos mil catorce.

VISTOS:

PRIMERO: Que Daniel Ríos Karl, fiscal adjunto de Talagante, ha deducido recurso de apelación en contra de la resolución del Juzgado de Garantía de esa ciudad, de fecha veintisiete de junio, que excluyó la prueba de cargo presentada por el Ministerio Público en esta causa, por estimar que se había obtenido mediante violación de garantías fundamentales de los imputados;

SEGUNDO: Que dicho fallo razonó acerca de la exclusión de prueba en torno a la garantía constitucional del debido proceso, señalando que las evidencias recogidas por el Ministerio Público tenían su origen en la presencia de agentes reveladores autorizados por el mismo, cuestionándose por parte de la defensa la inexistencia de antecedentes, oficios o instrucciones particulares en los cuales constara la autorización exigida por el artículo 25 de la Ley Nº 20.000, ya que ésta fue otorgada verbalmente por el fiscal de la causa. En la misma línea, expresó que esta forma de recopilación de evidencia es particularmente intrusiva, debiendo darse incluso una excepción de responsabilidad en razón de cometerse delitos por ella, lo que deriva en que el Ministerio Público debe mantener un registro de estas autorizaciones, para que puedan ser exhibidas en juicio cuando éstas sean cuestionadas por la defensa. Lo anterior significa, a juicio del a quo, que existió un incumplimiento de deberes del Ministerio Público, siendo esta obligación un contrapeso de las facultades especiales de investigación que tiene en ciertos casos, y que habilitan a la defensa al contraexamen de la evidencia que se presentare en juicio, lo que conllevaría a una infracción al debido proceso en la obtención de la prueba en estas circunstancias, y por ende, a la exclusión de la prueba obtenida a través de los referidos agentes reveladores;

TERCERO: Que, fundamentando su recurso de apelación, la parte argumenta que la investigación corresponde a una fase esencialmente desformalizada, siendo relevante, a efectos del agente revelador, que exista una orden dictada por el Ministerio Público, la que habría sido otorgada en forma verbal, sin que se señale una forma especial de registro. Por otra parte, señala que ese registro sí existe, constando en un informe policial en que se indicaron los domicilios y personas a quienes se aplicaría la técnica, de modo tal que incluso considerando que existiría infracción, esta carecería de la trascendencia necesaria para generar la exclusión de la prueba, por lo que solicita revocar la decisión del tribunal de primera instancia que excluyó la prueba de cargo;

CUARTO: Que el artículo 25 de la Ley Nº 20.000 señala que el Ministerio Público podrá autorizar a funcionarios policiales para que éstos actúen como agentes reveladores, esto es, que simularen ser compradores o vendedores de sustancias estupefacientes o sicotrópicas a efectos de lograr la manifestación o incautación de la droga. A su vez, los artículos 181 y 227 del Código Procesal Penal señalan que la investigación deberá llevarse de modo tal de consignar y asegurar todo cuanto llevare a la comprobación del hecho punible y la identificación de los partícipes en el mismo, siendo obligación del Ministerio Público el dejar constancia de las actuaciones que realizare, tan pronto como éstas tuvieren lugar, garantizando la integridad y fidelidad de la información y el acceso a ésta, debiendo consignar la fecha, hora y lugar de realización de la misma, los funcionarios que hubieren participado en ella y los resultados que se hubieren obtenido. Finalmente, el artículo 228 del estatuto procedimental mencionado señala la obligación de registro de las actuaciones policiales, refiriendo la obligación de dejar constancia inmediata de las diligencias que se practicaren, con expresión del día, la hora y el lugar en que se hubieren realizado, además de las instrucciones que se hubieren recibido por parte del fiscal y/o del juez.

La lectura conjunta de estas disposiciones deja completamente claro que, si bien el Ministerio Público puede otorgar la autorización para proceder mediante agentes reveladores de la forma que estime conveniente y sea adecuada para el éxito de la investigación, ella debe ser reducida a escrito por mandato legal contenido en el Código Procesal Penal;

QUINTO: Que la autorización vigente cuya existencia se reclama al persecutor para proceder con la mencionada técnica no constaba en la carpeta de investigación, lo que manifiesta una infracción al deber de registro, pues lo único que se ha demostrado es la existencia de un informe policial, lo que era absolutamente indispensable no sólo porque lo exige la norma del artículo 25 de la Ley 20.000, sino porque se trata de una técnica de investigación tan violenta que ha sido preciso disponer una exención de responsabilidad para quien la usa, desde que doctrinariamente se ha entendido que se ajusta a una forma de instigación delictiva.

En relación a este tópico, lo cierto es que pesa sobre el Ministerio Público, y no sobre la policía, la obligación de registro de todas las actuaciones de la investigación, y no cabe duda alguna que una decisión tan trascendente como la de autorizar a un funcionario policial para que proceda como agente revelador han de quedar registradas en algún lugar más que en el solo informe policial, por muy fiable que sea, máxime si se ha procedido mediante una autorización verbal. Por otra parte, si la defensa impugna la existencia de la orden corresponde que el órgano que dispone del registro de aquélla proceda a su exhibición o incorporación, porque es quien se encuentra en situación de demostrar su existencia, exigir lo contrario supone pedir la prueba de un hecho negativo;

SEXTO: Que como señala el artículo 19 Nº 3 de la Constitución Política de la República, no sólo el proceso debe tener las características de ser racional y justo, sino que además la investigación debe tenerlas, de modo tal que debe cumplirse con la ley y evitar, en cualquier momento, que se generen diligencias sin el respaldo suficiente como para ser examinadas adecuadamente por todos los intervinientes, máxime cuando ellas impliquen una intervención directa como es el caso del agente revelador.

La exigencia del debido proceso supone que cada autoridad actúe dentro de los límites de sus propias atribuciones, como lo señalan los artículos 6 y 7 de la Constitución Política de la República, lo que exige de las policías que sometan su actuar a la dirección del Ministerio Público, a quien corresponde por mandato constitucional y legal la investigación de los delitos y que éste a su vez preste información veraz y oportuna a los Tribunales cuando se trata de probar los motivos que sirven de fundamento a una orden restrictiva de derechos y garantías amparados por la ley procesal y la Carta Fundamental.

En este caso quedó de manifiesto que esos límites no se acataron, colocando a la defensa en una posición menguada frente al órgano persecutor y sus organismos auxiliares, infracción que implica la exclusión de la prueba señala por el tribunal a quo, dada la relación causal entre la diligencia censurada y la prueba de cargo obtenida.

Y visto lo dispuesto en el artículo 276 del Código Procesal Penal, se resuelve:

Que SE CONFIRMA la resolución apelada de fecha veintisiete de junio de dos mil catorce, dictada por el Juzgado de Garantía de Talagante en esta causa, que dispuso la exclusión de los medios de prueba que allí se señalan.

Acordada con el voto en contra de la ministra María Soledad Espina Otero, quien fue del parecer de revocar la sentencia apelada, teniendo presente que:

1º) Si bien existe un deber de registro que se impone al Ministerio Público, su ausencia sólo significa una infracción al debido proceso en la medida que se genera un déficit en la defensa y la posibilidad de examinar la evidencia que se presentare en el juicio, de modo tal que sólo puede excluirse la evidencia cuyo registro no constare si con ello se merman las facultades que la ley reconoce al imputado y su consejo letrado;

2º) Que no habiendo discusión acerca de la existencia misma de la autorización otorgada por el Ministerio Público, debe notarse que, además se hace referencia a ella en los informes policiales respectivos, que la consignan en detalle, existiendo por ende un registro acerca de la actuación practicada y su alcance;

3º) Que en este sentido, resulta claro que las facultades de la defensa no han sido vulneradas, máxime si no se hizo alegación alguna al respecto en el control de detención ni en ninguna otra oportunidad procesal, y ciertamente pueden acceder al informe policial que contiene los datos de autorización de utilización de agentes reveladores en el caso concreto, lo que permite dar cuenta de la existencia de la misma y por ende, evita cualquier discusión sobre el punto. Lo anterior lleva a concluir que no existe infracción al debido proceso y que por ende, no debió excluirse la prueba presentada por el Ministerio Público.

Comuníquese.

Redactó el abogado integrante Diego Munita Luco.


Rol N°1039-2014 RPP

Pronunciada por la Segunda Sala de la I. Corte de Apelaciones de San Miguel, integrada por la Ministra señora María Soledad Espina Otero, la Ministra Interina señora María Leonor Fernández Lecanda y el abogado integrante señor Diego Munita. 

En San Miguel, veintidós de julio de dos mil catorce, notifiqué por el Estado Diario la resolución precedente.

